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        Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires


Buenos Aires, 19 de junio de 2003.

RES. Nº  317 /2003

VISTO:

El Titulo IV del Reglamento Interno del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Anexo II de la Resolución CM N° 301/2002), que establece el Régimen Disciplinario para funcionarios y empleados de este Consejo, y

CONSIDERANDO:

Que después de un pormenorizado estudio de la reglamentación vigente en materia de sumarios administrativos aplicable a los funcionarios y empleados de este Consejo, y de los resultados de su aplicación en el tiempo, se ha concluido que resulta indispensable e impostergable proceder a su modificación integral.

Que, al elaborar el nuevo régimen disciplinario, se han tenido en mira como objetivos la actualización de la normativa en relación con el orden jurídico local y nacional y la transformación del proceso sumarial en un proceso más ágil y eficaz, que, garantizando debidamente los derechos constitucionales a la defensa en juicio y a obtener un pronunciamiento en un plazo razonable, permita asimismo un ejercicio razonable pero resolutivo del poder disciplinario que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires confiere a este Consejo en su art. 116 incs. 3 y 5.

Que, en tal inteligencia, se han tenido en cuenta, ante todo, las previsiones de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de función pública, como también los lineamientos generales del Reglamento del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, aprobado por el máximo órgano jurisdiccional de la Ciudad. Asimismo, se han  considerado las previsiones de la Ley N° 471 de Relaciones Laborales de la Administración Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; la antigua Ley 22.140 del Régimen Básico de la Función Pública, modificada mediante Ley Marco de Regulación del Empleo Público Nacional N° 25.146 y su Decreto reglamentario N° 1.421/02; y el Reglamento de Investigaciones Administrativas -Decreto Nacional N° 467/99.

Que, en este marco, se introducen reformas tales como la eliminación de la “instrucción preliminar” prevista por el art. 138 de la Res. CM Nº 301/02, en el entendimiento de que generaba la duplicación innecesaria de la instrucción sumarial, atentando contra la celeridad del proceso. A su vez, se prevé expresamente la facultad del sumariado para designar abogado defensor y se permite su intervención directa en el trámite sumarial, en pos de una cabal vigencia del derecho constitucional a la defensa en juicio.

De otra parte, se consideró conducente incorporar nuevos tipos disciplinarios no contemplados en el Reglamento vigente, así como suprimir la sanción consistente en “llamado de atención”, por considerarla ineficaz a los fines disciplinarios. Se  formula también una distinción entre faltas leves y graves, estableciendo la escala de sanciones en relación con tal clasificación, proveyendo así a los funcionarios y empleados de una mayor certidumbre respecto de las consecuencias de su accionar.

En lo que respecta a la vinculación entre el ejercicio del poder disciplinario y el trámite de las eventuales causas penales, se abroga la cláusula de “prejudicialidad” contenida en el art, 147 de la Res.CM Nº 301/02 -que supedita la resolución  definitiva del sumario administrativo al dictado de sentencia penal firme-, pues impide resolver con celeridad las actuaciones sumariales en trámite en los casos en los que la situación de los funcionarios y empleados sumariados se encuentre sometida a un pronunciamiento jurisdiccional, con serio peligro de afectación de los derechos de defensa y de obtener un pronunciamiento en un plazo razonable, al dejar al imputado sujeto a un sumario sine die a resultas de la causa penal.

En este sentido, la doctrina y jurisprudencia convencionales -y claramente mayoritarias- entienden que las sanciones administrativas del derecho disciplinario se fundan en un plano de responsabilidad diferente, derivado de la protección del orden administrativo distinta de la del orden general. Desde este doble nivel de tutela, la cesantía y exoneración no se tratarían de penas en ningún supuesto, sino de sanciones (administrativas) en función de un derecho aplicable sólo al intraneus en mérito de la referida autotutela administrativa. 

Así, determinados hechos de los funcionarios pueden dar lugar a sanciones disciplinarias y a sanciones penales, como también implicar responsabilidad patrimonial (art. 56 CCBA). Luego, el principio es el de la independencia de la potestad sancionadora disciplinaria que se adopta en la nueva reglamentación.

Es en este sentido que se pronunciado la Corte Suprema de Justicia de la Nación al sostener  que “...las correcciones disciplinarias no importan el ejercicio de la jurisdicción criminal ni del poder ordinario de imponer penas, razón por la cual no se aplican a su respecto los principios generales del Código Penal” (Vid. Fallos: 251:343; 310:316 y 1092).

También los autores admiten que la sanción disciplinaria no puede asimilarse al castigo por actos delictivos (Vid., por todos, Villegas Basavilbaso, Benjamín, Derecho Administrativo, t. III, Bs. As., 1951, p. 530). Se afirma que “Los reglamentos disciplinarios, más que identificarse con el Código Penal o con el Código de instrucción criminal, tienen más semejanza con los reglamentos de personal de empresas o fábricas. No se castiga –en estos casos- actos delictivos sino el incumplimiento de un deber impuesto por relaciones jurídicas creadas estatutariamente” (Fiorini, Bartolomé, A., Derecho Administrativo, t. I, Bs. As., 1976, p. 841)

Cabe agregar que tanto el Reglamento del Tribunal Superior de Justicia como los antecedentes legislativos y reglamentarios aludidos en considerandos anteriores, consagran el principio de la independencia de la potestad sancionadora disciplinaria que aquí se propugna.

Por último, se estipula que la  reglamentación que aquí se aprueba será aplicable a los sumarios actualmente en trámite en el ámbito del Consejo de la Magistratura, sin que ello afecte derecho alguno de los sumariados. Los principios del derecho penal no son trasladables ni aplicables sin más a las sanciones disciplinarias, amén de que en materia procesal se admite, incluso en materia penal, la aplicación de los cambios normativos a las causas en trámite. 

 Por todo lo expuesto, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y la ley 31,

                                 EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

                      DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

                                                        RESUELVE:

Artículo 1º: Aprobar el Reglamento del Régimen Disciplinario del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que como Anexo I forma parte de la presente Resolución.
Artículo 2º:  Derogar el Título IV del Reglamento Interno del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ( Anexo II  de la Resolución Nº 301/2002).

Artículo 3º:  Regístrese, publíquese, comuníquese a la Secretaría de la Comisión de Disiciplina y Acusación  y, oportunamente,  archívese.   

RESOLUCION N° 317 /2003
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